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 14145 Sala Primera. Sentencia 194/2005, de 18 de 
julio de 2005. Recurso de amparo 4281-2000. 
Promovido por don José Antonio Segovia 
Jiménez frente a la Sentencia de la Audiencia 
Provincial de Sevilla que redujo la indemniza-
ción otorgada por el Juzgado de Carmona al 
declarar la incapacidad parcial, en juicio verbal 
contra Mapfre por accidente de tráfico.

Vulneración del derecho a la tutela judicial 
efectiva sin indefensión: alteración de la 
indemnización concedida en la instancia de 
oficio, sin petición de ninguna de las partes 
apelantes (STC 200/2000).

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, com-
puesta por doña María Emilia Casas Baamonde, Presi-
denta, don Javier Delgado Barrio, don Roberto García-
Calvo y Montiel, don Jorge Rodríguez-Zapata Pérez y don 
Manuel Aragón Reyes, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 4281-2000, promovido 
por don José Antonio Segovia Jiménez, representado por 
la Procuradora de los Tribunales doña Raquel Nieto Bola-
ños y asistido por el Abogado don Emilio González 
Romero, contra la Sentencia 296/2000, de 7 de abril, y 
contra el Auto de 21 de junio de 2000, ambas resoluciones 
dictadas por la Sección Segunda de la Audiencia Provin-
cial de Sevilla. Ha intervenido el Ministerio Fiscal. Ha sido 
parte Mapfre Mutualidad de Seguros, representada por el 
Procurador don Argimiro Vázquez Guillén y asistida por el 
Abogado don Juan Pérez Íñiguez. Ha sido Ponente la Pre-
sidenta doña María Emilia Casas Baamonde, quien 
expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Por escrito registrado en este Tribunal el 21 de julio 
de 2000 doña Raquel Nieto Bolaños, en nombre y repre-
sentación de don José Antonio Segovia Jiménez, en 
representación a su vez de su hija menor de edad, inter-
puso demanda de amparo contra la Sentencia de 7 de 
abril del 2000 recaída en rollo de apelación 3362/99, y 
contra el Auto de 21 de junio de 2000, notificado el 5 de 
julio del mismo año, ambas resoluciones dictadas por la 
Sección Segunda de la Audiencia Provincial de Sevilla.

2. Los hechos relevantes para la resolución del pre-
sente amparo son los que a continuación se relatan:

a) El recurrente en amparo es el padre de una menor 
que cuando contaba con nueve meses de edad sufrió un 
accidente de tráfico que le produjo importantes lesiones 
que le han dejado graves secuelas en su desarrollo poste-
rior. Como consecuencia de tales hechos, los padres de la 
menor promovieron juicio verbal contra la compañía de 
seguros Mapfre Mutualidad de Seguros, que se siguió en 
el Juzgado de Primera Instancia núm. 2 de Carmona 
(Sevilla), bajo el núm. 198/97.

b) El Juzgado de Primera Instancia núm. 2 de Car-
mona dictó Sentencia de 15 de marzo de 1999 en la que se 
condena a la parte demandada a que abonara a los 
demandantes la cantidad de sesenta y cinco millones 
setecientas treinta y tres mil doscientas setenta y ocho 
pesetas (65.733.278), más el interés legal devengado 
desde la fecha de la interposición de la demanda hasta su 

completo pago, sin hacer expreso pronunciamiento en 
costas.

Las secuelas apreciadas por el órgano judicial fueron 
paraparesia grave, alteración de los esfínteres y grave 
perjuicio estético. La indemnización correspondiente a las 
mismas, fijada con arreglo al baremo de la Ley 30/1995, 
de 8 de noviembre, de responsabilidad civil y seguro en la 
circulación de vehículos de motor, fue incrementada 
mediante la aplicación de dos factores de corrección pre-
vistos en la referida ley: haber quedado la menor en situa-
ción de incapacidad permanente total (rechazando expre-
samente la concurrencia de incapacidad permanente 
absoluta) y la concurrencia de perjuicios morales de los 
familiares. Del total de la indemnización, 38.255.000 pese-
tas correspondían a las secuelas; 10.526.400 al factor de 
corrección de incapacidad permanente total; 15.789.6000 
al factor relativo a los perjuicios morales a la familia; y se 
fijan 1.162.278 pesetas por aplicación del índice de precios 
al consumo.

c) El 30 de marzo de 1999, Mapfre Mutualidad de 
Seguros, mediante la presentación del correspondiente 
escrito, solicita la aclaración de la Sentencia de 15 de 
marzo de 1999, por entender que se ha incidido en una 
omisión que precisa de dicha aclaración consistente en 
que en el fallo de la Sentencia no se hace alusión alguna 
a la cantidad anticipada por la aseguradora de 21.859.518 
pesetas, ofrecidas y percibidas por los demandantes 
como pago mínimo.

Por Auto de 13 de abril de 1999 el Juzgado acuerda 
aclarar la mencionada Sentencia expresando que en la 
cantidad de 65.733.278 pesetas no incluyó cantidad 
alguna por días de incapacidad, ni se dedujo tampoco 
cantidad alguna ya abonada, limitándose a concretar la 
cantidad a indemnizar por secuelas, porque dichas opera-
ciones deben practicarse en ejecución de Sentencia. No 
obstante, pone de manifiesto que se abonaron 21.959.518 
pesetas, de las cuales 6.948.000 pesetas lo fueron por 
días de incapacidad, no debatidos, debiéndose pues 
imputar al pago del resto debido la cantidad de 14.911.518 
pesetas.

d) Contra la Sentencia de instancia se presentó 
recurso de apelación por ambas partes en el que cada una 
solicitó el aumento o reducción de los diferentes elemen-
tos que componían la indemnización con arreglo a sus 
intereses, salvo en la aplicación de los factores de correc-
ción (la indemnización por daño moral a los familiares y la 
incapacidad permanente total), en las que las partes se 
mostraban de acuerdo. No obstante, se dicta Sentencia 
por la Sección Segunda de la Audiencia Provincial de 
Sevilla el 7 de abril de 2000 apreciando que la incapaci-
dad permanente de la menor es parcial y no total como se 
había apreciado en primera instancia.

e) El recurrente promovió entonces un incidente de 
nulidad de actuaciones contra la Sentencia alegando vul-
neración del derecho a la tutela judicial efectiva por incon-
gruencia extra petita y alteración de lo juzgado en la ins-
tancia por cuanto redujo la cantidad otorgada por el 
Juzgado de Primera Instancia núm. 2 de Carmona por el 
factor de corrección de la incapacidad permanente total 
de 10.526.400 pesetas a la cantidad de 2.064.000 pesetas 
por apreciar que la incapacidad permanente era parcial. 
La Audiencia Provincial de Sevilla (Sección Segunda) des-
estimó el incidente de nulidad mediante Auto de 21 de 
junio de 2000, razonando que la cuestión que se suscitaba 
en el incidente no había producido la incongruencia que 
se denunciaba ni causado la indefensión que se alegaba, 
ya que con independencia de que la aseguradora valorara 
como incapacidad total las secuelas padecidas por la 
menor lesionada «ello no es una cuestión fáctica que vin-
cule al Tribunal sino estrictamente jurídica, y por tanto 
sometida a su apreciación aun cuando las partes estuvie-
ran en ese sentido erradas en la calificación, pues la con-
formidad valora cuestiones distintas a los hechos no 
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impide al Tribunal aplicar el derecho pertinente a lo que 
aun a pesar de la conformidad quede obligado».

3. En la demanda de amparo se alega vulneración 
del derecho a la tutela judicial por la Sentencia de 7 de 
abril de 2000 y el Auto de 21 de junio de 2000, que resol-
vió el incidente de nulidad, ambas resoluciones de la 
Sección Segunda de la Audiencia Provincial de Sevilla, 
derivada de un vicio de incongruencia extra petita, pues 
la Sentencia recurrida se pronuncia sobre uno de los 
extremos de la Sentencia de primera instancia sobre los 
que ya consintió la parte a la que perjudicaba, no abar-
cando su recurso de apelación a esa cuestión, debiendo 
tenerse por firme y con autoridad de cosa juzgada (art. 
408 LEC), no pudiendo volver a ser considerado y resuelto 
por la Sentencia de la Audiencia Provincial, al haber que-
dado totalmente fuera de su ámbito de conocimiento,
por no haber recurrido ninguna de las partes contra el 
expresado pronunciamiento o pronunciamientos (tantum 
devolutum quantum appelatum). Mapfre dejó constancia 
expresa de su consentimiento sobre el factor de correc-
ción descrito en su escrito de apelación afirmando tex-
tualmente que en «lo referente a la incapacidad que por 
factor de corrección se considera en la Sentencia como 
permanente total, en vez de permanente parcial, no tene-
mos inconveniente en aceptarla, pero nunca como abso-
luta como pretenden los demandantes, a la vista de los 
argumentos expuestos que nos parecen muy atinados, a 
la vista global de los informes médicos aportados, lo cual 
supondría y según el baremo, con inclusión del IPC (can-
tidades actualizadas para el año 1999), la cantidad de 
10.673.000 pesetas». A lo que se añadió que en «conse-
cuencia pues, si a los 50 puntos por secuelas, se suman 10 
puntos por perjuicio estético medio, lo que equivale a 
1.143.758 Ptas., más una incapacidad total valorada en 
10.673.000 Ptas., la cantidad actualizada que le correspon-
dería percibir a los actores legales representantes de su 
hija menor sería de 27.461.676 Ptas.».

Además, y en relación con la cuestión anterior, la revi-
sión vulnera a su vez el principio prohibitivo de la refor-
matio in peius, por el que se impide al Tribunal ad quem 
hacer un pronunciamiento que agrave la situación que 
para el apelante resulta de la Sentencia de primera instan-
cia. Agravación que se produce cuando, establecido un 
factor de corrección claramente independiente del resto 
de conceptos indemnizatorios, sin que éste haya sido 
apelado, la Audiencia Provincial, por su propia y exclusiva 
iniciativa, no sólo vuelve a conocer del repetido factor de 
corrección, sino que llega a rebajarlo cuando dicho 
extremo había quedado totalmente fuera de su ámbito de 
conocimiento, en cuanto pronunciamiento firme y con 
fuerza de cosa juzgada.

4. Por providencia de 16 de julio de 2001 la Sección 
Primera de este Tribunal acordó admitir a trámite la 
demanda de amparo y, a tenor de lo dispuesto en el
art. 51 LOTC, requerir al Juzgado de Primera Instancia 
núm. 2 de Carmona y a la Audiencia Provincial de Sevilla 
para que en el plazo de diez días remitiesen respectiva-
mente testimonio del juicio verbal núm. 198/97 y del rollo 
de apelación núm. 3362/99, interesándose al propio 
tiempo que por el Juzgado núm. 2 de Carmona se empla-
zase a quienes fueron parte en el mencionado procedi-
miento, con excepción del recurrente en amparo, para 
que en el plazo de diez días pudiesen comparecer en este 
proceso constitucional.

5. Mediante diligencia de ordenación de la Secreta-
ría de Justicia de la Sala Primera de fecha 19 de septiem-
bre de 2001 se tuvieron por recibidas las actuaciones y, a 
tenor de lo dispuesto en el art. 52 LOTC, se acordó dar 
vista de todas las actuaciones del presente recurso de 
amparo, en la Secretaría de esta Sala, por un plazo de 
veinte días, al Ministerio Fiscal y a las partes personadas, 

para que en dicho término pudiesen presentar las alega-
ciones que a su derecho conviniese.

6. Por escrito registrado en este Tribunal el 9 de 
diciembre de 2003 el Fiscal interesó la estimación de la 
demanda de amparo, solicitando la anulación del Auto 
que resuelve el incidente de nulidad y parcialmente de la 
Sentencia en tanto no incluye el concepto indemnizatorio 
de incapacidad permanente total en la cuantía reconocida 
en la Sentencia de instancia y admitida por las partes en 
apelación.

Entiende el Fiscal que la calificación de la incapacidad 
de la menor como cuestión jurídica no habilita a la Sala 
para el enjuiciamiento de una materia que está admitida y 
aceptada por las partes, tanto en su vertiente fáctica como 
jurídica y no atinente al orden público procesal. Máxime 
cuando el factor de corrección de incapacidad perma-
nente total no puede ser incluido en el concepto de alega-
ción a los efectos de su exclusión como objeto procesal 
toda vez que goza de especificidad en sus consecuencias 
fácticas y en su calificación jurídica.

A juicio del Fiscal, la descalificación de la incapacidad 
por la Sala y la consiguiente privación de lo conseguido 
en la instancia como partida independiente ha tenido 
lugar por consecuencia de un recurso interpuesto por los 
representantes de la menor apelante (que ni siquiera pre-
tendían la incapacidad absoluta), y sin una impugnación 
de la otra parte en cuanto a tal partida, lo que, en defini-
tiva, desembocó en una reforma peyorativa que hizo 
incongruente la decisión por entrar en una pretensión 
procesal no objeto de controversia.

7. El recurrente, por escrito presentado el 9 de octu-
bre de 2001, reitera los argumentos esgrimidos en su 
escrito de demanda, ratificándose en el hecho de que la 
compañía de seguros sólo estuvo en desacuerdo con el 
factor de corrección de la incapacidad permanente en la 
primera instancia, pues en la apelación ninguna de las 
partes recurrió lo resuelto en ese extremo por el Juzgado 
de Carmona: ni su valoración como total ni la cantidad 
concedida por dicho factor.

8. Por escrito presentado el 10 de octubre de 2001, 
Mafpre solicita la desestimación del recurso de amparo y 
sostiene que fue en el ámbito del ajuste indemnizatorio, y 
a fines de determinar el respectivo total reclamado, en el 
que se aludió a la eventualidad de asumir, entre otras can-
tidades, la que pudiera corresponder por incapacidad 
total, pero nunca admitiendo que fuera expresamente y 
tal factor corrector el que incidía en la menor lesionada; 
por lo que se ha producido una resolución judicial con-
gruente con las posturas respectivas de las partes, aun-
que no se corresponda literalmente con ninguna de ellas, 
si bien queda en el ámbito de la cantidad indemnizatoria 
postulada por una y otra. Para la demandada la congruen-
cia del fallo no supone un acomodo rígido a la literalidad 
de lo pretendido, sino una racional adecuación a su sus-
tancia, permitiendo al Tribunal pronunciarse sobre cues-
tiones que sean consecuencia lógica de su acogimiento. 
Aduce que conforme al principio iura novit curia, los tri-
bunales no tienen obligación de ajustar los razonamien-
tos jurídicos que sirvan de fundamento a sus decisiones a 
las disposiciones y alegaciones aducidas por las partes en 
el desarrollo del proceso, no siendo exigible una literal 
concordancia entre el fallo y las pretensiones de las par-
tes, pues lo que tiene que recoger éste es un pronuncia-
miento en el ámbito de las respectivas pretensiones, fun-
dado en Derecho.

9. Por providencia de 14 de julio de 2005, se señaló 
para la deliberación y votación de la presente Sentencia el 
día 18 del mismo mes y año.
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II. Fundamentos jurídicos

1. La presente demanda de amparo tiene por objeto 
la impugnación de la Sentencia de la Sección Segunda de 
la Audiencia Provincial de Sevilla 296/2000, de 7 de abril, 
estimatoria parcialmente de los recursos de apelación 
interpuestos por las partes litigantes contra la Sentencia 
del Juzgado de Primera Instancia núm. 2 de Carmona de 15 
de marzo de 1999, en autos de juicio verbal núm. 198/97. El 
ulterior Auto de la Sección Segunda de la Audiencia Pro-
vincial, que no accede a la nulidad de actuaciones solici-
tada, no es sino una denegación en la vía judicial, en 
agotamiento de la misma, de la tutela que ahora se impe-
tra en este sede constitucional.

El Juzgado de Primera Instancia núm. 2 de Carmona 
dictó Sentencia el 15 de marzo de 1999 en la que se con-
denaba a Mapfre Mutualidad de Seguros a pagar la canti-
dad de 65.733.278 pesetas a los representantes legales de 
una menor por las secuelas sufridas por ésta en accidente 
de tráfico. En lo que ahora interesa, 10.526.4000 pesetas 
de dicha indemnización correspondían al concepto de 
incapacidad permanente total. Apelada dicha Sentencia 
por ambas partes, pero sin que ninguna de ellas impug-
nara esta cuantía, ni el concepto por el que se otorgaba, la 
Audiencia Provincial de Sevilla entendió en la resolución 
ahora recurrida que la incapacidad permanente de la 
menor no era total sino parcial y redujo a 2.064.000 pese-
tas la cantidad correspondiente a este concepto.

El recurrente en amparo considera que las resolucio-
nes judiciales impugnadas han vulnerado su derecho a 
la tutela judicial efectiva, sin que, en ningún caso pueda 
producirse indefensión (art. 24.1 CE). Aduce al respecto, 
en síntesis, que la Sentencia de la Audiencia Provincial 
incurre en un vicio de incongruencia extra petitum, por 
transgredir los límites jurisdiccionales de la apelación, al 
volver a examinar una cuestión ya resuelta por el Juz-
gado de Primera Instancia y cuyo pronunciamiento había 
alcanzado firmeza al no haber sido impugnado por las 
partes. Considera que se ha lesionado así el principio de 
congruencia entre las pretensiones impugnatorias y el 
fallo de la resolución judicial y que se ha producido ade-
más una reformatio in peius, ya que el recurrente ha 
visto empeorada su situación como consecuencia del 
recurso de apelación que interpuso contra la Sentencia 
de instancia.

El Ministerio Fiscal interesa la estimación de la deman-
da de amparo por vulneración del art. 24.1 CE por enten-
der que ha existido falta de congruencia, pues la confor-
midad de las partes sobre la entidad de la incapacidad 
vincula al órgano judicial y la consiguiente privación de lo 
conseguido en la instancia como partida independiente 
ha desembocado en una reforma peyorativa. Por el con-
trario, la entidad aseguradora Mapfre solicita la desesti-
mación del recurso de amparo y sostiene que fue en el 
ámbito del ajuste indemnizatorio, y a fines de determinar 
el respectivo total reclamado, en el que se aludió a la 
eventualidad de asumir, entre otras cantidades, la que 
pudiera corresponder por incapacidad total, pero sin 
admitir que fuera tal factor corrector el que incidía en la 
menor lesionada. La resolución judicial es así congruente 
con las posturas respectivas de las partes, aunque no se 
corresponda literalmente con ninguna de ellas.

2. Según tiene declarado reiteradamente este Tribu-
nal, el derecho a la tutela judicial efectiva garantizado en 
el art. 24.1 CE comprende el derecho de los litigantes a 
obtener de los Jueces y Tribunales una resolución judi-
cial motivada, fundada en Derecho y congruente con las 
pretensiones oportunamente deducidas por las partes 
(SSTC 63/1999, de 26 de abril, FJ 2; 116/2001, de 21 de 
mayo, FJ 4; 174/2004, de 18 de octubre, FJ 3, por todas). En 
este caso, la primera queja que el demandante imputa a 
las resoluciones judiciales impugnadas ha de encua-

drarse en la quiebra de la última de estas tres exigencias, 
esto es, en haber incurrido en incongruencia.

Como hemos recordado recientemente en la STC 95/
2005, de 18 de abril (FJ 3), desde la STC 20/1982, de 5 de 
mayo, (FFJJ 1 a 3), este Tribunal ha venido definiendo el 
vicio de incongruencia, en una constante y consolidada 
jurisprudencia, como el desajuste entre el fallo judicial y 
los términos en los que las partes han formulado la pre-
tensión o pretensiones que constituyen el objeto del pro-
ceso. Al conceder más, menos o cosa distinta de lo 
pedido, el órgano judicial incurre, según hemos dicho de 
modo reiterado, en las formas de incongruencia conoci-
das como ultra petita, citra petita o extra petita partium, 
potencialmente reveladoras de la parcialidad del órgano 
judicial, que decide lo que nadie le pide, o de la indefen-
sión de alguna de las partes, que se encuentra sorpresiva-
mente con una decisión ajena al debate previo. Son muy 
numerosas las decisiones en las que este Tribunal ha 
abordado la relevancia constitucional del vicio de incon-
gruencia de las resoluciones judiciales, precisando cómo 
y en qué casos una resolución incongruente puede lesio-
nar el derecho fundamental recogido en el art. 24.1 CE. Se 
ha elaborado así un cuerpo de doctrina consolidado, que 
puede sistematizarse, a los efectos que a este amparo 
interesan, en los siguientes puntos:

a) El vicio de incongruencia, entendido como des-
ajuste entre el fallo judicial y los términos en los que las 
partes han formulado sus pretensiones, concediendo más 
o menos o cosa distinta de lo pedido, puede entrañar una 
vulneración del principio de contradicción constitutiva de 
una efectiva vulneración del derecho a la tutela judicial 
efectiva, siempre y cuando la desviación sea de tal natu-
raleza que suponga una sustancial modificación de los 
términos en los que discurrió la controversia procesal. El 
juicio sobre la congruencia de la resolución judicial pre-
cisa de la confrontación entre su parte dispositiva y el 
objeto del proceso, delimitado por sus elementos subje-
tivos –partes– y objetivos –causa de pedir y petitum–. 
Ciñéndonos a estos últimos, la adecuación debe exten-
derse tanto al resultado que el litigante pretende obtener, 
como a los hechos que sustentan la pretensión y al funda-
mento jurídico que la nutre, sin que las resoluciones judi-
ciales puedan modificar la causa petendi, alterando de 
oficio la acción ejercitada, pues se habrían dictado sin 
oportunidad de debate ni de defensa sobre las nuevas 
posiciones en que el órgano judicial sitúa el thema deci-
dendi.

b) Si la incongruencia omisiva o ex silentio se pro-
duce, en esencia, cuando el órgano judicial deja sin con-
testar alguna de las pretensiones sometidas a su conside-
ración, la denominada incongruencia por exceso o extra 
petitum se produce cuando el órgano judicial concede 
algo no pedido o se pronuncia sobre una pretensión que 
no fue oportunamente deducida por los litigantes, e 
implica un desajuste o inadecuación entre el fallo o la 
parte dispositiva de la resolución judicial y los términos 
en que las partes formularon sus pretensiones (por todas, 
la STC 130/2004, de 19 de julio, FJ 3). En algunas ocasio-
nes ambos tipos de incongruencia pueden presentarse 
unidas, dándose la llamada incongruencia por error, que 
es aquélla en la que concurren al unísono las dos anterio-
res clases de incongruencia: se trata de supuestos en los 
que, por error de cualquier género sufrido por el órgano 
judicial, no se resuelve sobre la pretensión o pretensiones 
formuladas por las partes en la demanda o sobre los 
motivos del recurso, sino que equivocadamente se razona 
sobre otra pretensión absolutamente ajena al debate pro-
cesal planteado, dejando al mismo tiempo aquélla sin 
respuesta (por todas, SSTC 15/1999, de 22 de febrero, FJ 2; 
124/2000, de 16 de mayo, FJ 3; 182/2000, de 10 de julio,
FJ 3; 213/2000, de 18 de septiembre, FJ 3; 211/2003, de 1 de 
diciembre, FJ 4; 8/2004, de 9 de febrero, FJ 4).
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c) La incongruencia extra petitum, que es la modali-
dad que ahora interesa, constituye siempre una infracción 
del principio dispositivo y de aportación de las partes que 
impide al órgano judicial, en el proceso civil, donde ahora 
nos movemos, pronunciarse sobre aquellas pretensiones 
que no fueron ejercitadas por las partes, al ser éstas las 
que, en su calidad de verdaderos domini litis, conforman 
el objeto del debate o thema decidendi y el alcance del 
pronunciamiento judicial, por lo que éste deberá ade-
cuarse a lo que fue objeto del proceso, delimitado, a tales 
efectos, por los sujetos del mismo (partes), por lo pedido 
(petitum) y por los hechos o realidad histórica que les 
sirve como razón o causa de pedir (causa petendi). Este 
principio dispositivo rige también en nuestro sistema pro-
cesal en la segunda instancia civil y configura las faculta-
des de conocimiento del órgano ad quem, que, en virtud 
del principio tantum devolutum quantum appellatum, 
sólo puede entrar a conocer sobre aquellos extremos
de la Sentencia de instancia que hayan sido objeto de 
impugnación por las partes en el recurso de apelación 
(por todas, SSTC 9/1998, de 13 de enero, FJ 5; 212/2000,
de 18 de septiembre, FJ 2; 120/2002, de 20 de mayo, FJ 4; 
139/2002, de 3 de junio, FJ 2; 250/2004, de 20 de diciem-
bre, FJ 3; AATC 132/1999, de 13 de mayo; 315/1999, de 21 
de noviembre; 121/1995, de 5 de abril).

Lo dicho no comporta que el Juez deba quedar vincu-
lado rígidamente por el tenor de los concretos pedimen-
tos articulados por las partes en sus respectivos escritos 
forenses o por los razonamientos o alegaciones jurídicas 
esgrimidas en su apoyo. Por un lado, el principio iura 
novit curia permite al Juez fundar el fallo en los preceptos 
legales o normas jurídicas que sean de pertinente aplica-
ción al caso, aunque no hayan sido invocados por los liti-
gantes; y, por otro lado, el órgano judicial sólo está vincu-
lado por la esencia de lo pedido y discutido en el pleito, y 
no por la literalidad de las concretas pretensiones ejerci-
tadas, tal y como hayan sido formalmente solicitadas por 
los litigantes, de forma que no existirá la incongruencia 
extra petitum cuando el Juez o Tribunal decida o se pro-
nuncie sobre una pretensión que, aun cuando no fue for-
mal o expresamente ejercitada, estaba implícita o era 
consecuencia inescindible o necesaria de los pedimentos 
articulados o de la cuestión principal debatida en el pro-
ceso (por todas, SSTC 9/1998, de 13 de enero, FJ 2;
15/1999, de 22 de febrero, FJ 2; 134/1999, de 15 de julio,
FJ 9; 172/2001, de 19 de julio, FJ 2; 130/2004, de 19 de julio,
FJ 3). Tampoco cabrá hablar de incongruencia, en fin, 
cuando el pronunciamiento discutido del Tribunal, en 
cuanto no pedido, sea uno de los que puede realizar de 
oficio (STC 215/1999, de 29 de noviembre, FJ 5).

d) Para que la incongruencia por exceso adquiera 
relevancia constitucional y pueda ser constitutiva de una 
lesión del derecho a la tutela judicial efectiva del art. 24.1 
CE se requiere una desviación esencial generadora de 
indefensión: «que el desajuste entre el fallo judicial y los 
términos en que las partes hayan formulado sus preten-
siones, por conceder más de lo pedido (ultra petitum) o 
algo distinto de lo pedido (extra petitum), ‘‘suponga una 
modificación sustancial del objeto procesal, con la consi-
guiente indefensión y sustracción a las partes del verda-
dero debate contradictorio, produciéndose un fallo extraño 
a las respectivas pretensiones de las partes’’ (STC 20/1982, 
de 5 de mayo), de forma que la decisión judicial se haya 
pronunciado sobre temas o materias no debatidas opor-
tunamente en el proceso y respecto de las cuales, por 
consiguiente, las partes no tuvieron oportunidad de ejer-
citar adecuadamente su derecho de defensa, formulando 
o exponiendo las alegaciones y argumentos que tuvieran 
por conveniente en apoyo de sus respectivas posiciones 
procesales (SSTC 20/1982, de 5 de mayo, 86/1986, de 25 
de junio, 29/1987, de 6 de marzo, 142/1987, de 23 de julio, 
156/1988, de 22 de julio, 369/1993, de 13 de diciembre, 
172/1994, de 7 de junio, 311/1994, de 21 de noviembre, 

91/1995, de 19 de junio, 189/1995, de 18 de diciembre,
191/1995, de 18 de diciembre, 60/1996, de 4 de abril, entre 
otras muchas)» (STC 182/2000, de 10 de julio, FJ 3).

3. En el presente caso, las partes no suscitaron la 
revisión del concepto indemnizatorio de la incapacidad 
permanente total, ni esa revisión estaba implícita o era 
consecuencia inescindible o necesaria de los pedimentos 
articulados o de la cuestión principal. Todo lo contrario, se 
trataba de un factor de corrección claramente indepen-
diente del resto de los conceptos indemnizatorios y sobre 
el que existió conformidad por ambas partes tras dictarse 
la Sentencia de primera instancia.

En efecto, si bien el recurrente pretendió en primera 
instancia la calificación de la incapacidad de su hija como 
permanente absoluta, sin embargo, valorada por el Juez
a quo como permanente total, no cuestionó esa califica-
ción en su recurso de apelación. Por su parte, Mapfre 
aceptó igualmente la incapacidad total, renunciando a su 
calificación de parcial como en instancia pretendió, siem-
pre que ésta no fuera apreciada como absoluta, afirmando 
textualmente en su escrito de apelación que en «lo refe-
rente a la incapacidad que por factor de corrección se 
considera en la Sentencia como permanente total, en vez 
de permanente parcial, no tenemos inconveniente en 
aceptarla, pero nunca como absoluta como pretenden los 
actores, a la vista de los argumentos expuestos que nos 
parecen muy atinados, a la vista global de los informes 
médicos aportados, lo cual supondría y según el baremo, 
con inclusión del IPC (cantidades actualizadas para el año 
1999), la cantidad de 10.673.000 pesetas».

Baste lo reseñado para comprobar, en primer lugar, 
que se ha producido una incongruencia extra petita, ya 
que el órgano judicial se ha pronunciado sobre extremos 
no suscitados en el recurso de apelación, conculcando el 
principio tantum devolutum quantum appellatum en un 
proceso, el civil, en el que el principio dispositivo cobra su 
máxima virtualidad. Este desajuste entre las pretensiones 
formuladas por los recurrentes en apelación y la decisión 
judicial adoptada se refiere, en segundo lugar, a un 
aspecto sustancial del debate –la causa concreta y la 
cuantía de la indemnización–, sin que tal pronunciamiento 
encuentre cobertura en las facultades de oficio del órgano 
judicial. No estamos, en concreto, como sostiene el Auto 
que rechaza la nulidad de actuaciones, ante un mero cam-
bio de sustentación jurídica de lo pretendido por las par-
tes, justificable por el principio iura novit curia, pues no se 
trata de que la Sección Segunda de la Audiencia Provin-
cial de Sevilla haya calificado jurídicamente la causa de 
pedir de modo distinto a como lo hicieron las partes, sino 
de que ha concedido algo –una disminución de la cuantía 
indemnizatoria a la incapacidad de la víctima– que no 
figuraba entre las pretensiones que se debatían en la ape-
lación, alterando así, sin contradicción, el objeto del pro-
ceso. En consecuencia, y en tercer lugar, respecto de 
dicho pronunciamiento el recurrente ha padecido una 
situación de indefensión, por lo que, de conformidad con 
la doctrina constitucional de la que se ha dejado constan-
cia en el fundamento precedente de esta Sentencia, 
hemos de afirmar que se ha vulnerado su derecho a la 
tutela judicial efectiva. Esta lesión no fue reparada por la 
propia Audiencia Provincial en el incidente de nulidad de 
actuaciones promovido por el demandante de amparo.

4. Para restablecer al recurrente en la integridad del 
derecho vulnerado no es necesario recurrir a la retroac-
ción de actuaciones; es suficiente la anulación del Auto
de 21 de junio de 2000 y la de la Sentencia 296/2000, de 7 
de abril, en lo relativo al pronunciamiento que revisa la 
naturaleza de la incapacidad de la menor lesionada, 
debiéndose entender ésta en los términos fijados por la 
Sentencia de primera instancia y permaneciendo intactos 
el resto de los conceptos indemnizatorios fijados en ape-
lación.



28 Jueves 18 agosto 2005 BOE núm. 197 Suplemento

Este otorgamiento del amparo por la primera de las 
quejas, atinente a la vulneración del derecho a la tutela 
judicial efectiva por causa de la indefensión generada por 
una respuesta judicial no solicitada ni debatida, con las 
consecuencias que acabamos de precisar, hace innecesa-
rio nuestro pronunciamiento acerca de la segunda queja, 
que invoca también la vulneración de dicho derecho por 
la reforma peyorativa que se habría producido en la ape-
lación. Tal falta de necesidad deriva tanto de la anulación 
de dicha reforma con la estimación de la primera queja, 
como del reconocimiento de la indefensión padecida que 
comporta esta estimación.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitu-
cional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA 
NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por don José Antonio 
Segovia Jiménez y, en su virtud:

1.º Reconocer su derecho a la tutela judicial efectiva 
(art. 24.1 CE).

2.º Anular el Auto de la Sección Segunda de la Audien-
cia Provincial de Sevilla de 21 de junio de 2000 y, parcial-
mente, la Sentencia del mismo órgano judicial 296/2000, 
de 7 de abril, en el extremo relativo a la reducción de la 
indemnización por el concepto incapacidad permanente.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dada en Madrid, a dieciocho de julio de dos mil 
cinco.–María Emilia Casas Baamonde.–Javier Delgado 
Barrio.–Roberto García-Calvo y Montiel.–Jorge Rodríguez-
Zapata Pérez.–Manuel Aragón Reyes.–Firmado y rubri-
cado. 

 14146 Sala Primera. Sentencia 195/2005, de 18 de 
julio de 2005. Recurso de amparo 4348-2001. 
Promovido por don José Canto García frente a 
la Sentencia de la Sala de lo Contencioso-
Administrativo del Tribunal Superior de Justi-
cia de Andalucía (Sevilla), que desestimó su 
demanda contra el Ayuntamiento de Alcalá de 
Guadaira sobre sanción disciplinaria por falta 
grave a policía local.

Vulneración del derecho a la legalidad penal: 
sanción disciplinaria a funcionario impuesta 
en virtud de un reglamento anulado por Sen-
tencia del Tribunal Supremo que no había sido 
publicada oficialmente.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, com-
puesta por, doña María Emilia Casas Baamonde, Presi-
denta, don Javier Delgado Barrio, don Roberto García-
Calvo y Montiel, don Jorge Rodríguez-Zapata Pérez, don 
Manuel Aragón Reyes y don Pablo Pérez Tremps, Magis-
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 4348-2001, promovido 
por don José Canto García, representado por la Procura-

dora de los Tribunales doña Inmaculada Romero Melero y 
asistido por el Abogado don Manuel David Reina Ramos, 
contra la Resolución núm. 213/98, de 4 de junio de 1998, 
del Alcalde-Presidente del Ayuntamiento de Alcalá de 
Guadaira (Sevilla), que impone al recurrente, como poli-
cía local, una sanción disciplinaria de cinco días de sus-
pensión de empleo y sueldo por la comisión de una falta 
grave tipificada en el art. 7.2 del Reglamento de régimen 
disciplinario del Cuerpo Nacional de Policía, aprobado 
por Real Decreto 884/1989, de 14 de julio; y, en el extremo 
relativo a la confirmación de dicha sanción, contra la Sen-
tencia de 26 de febrero de 2001, de la Sección Primera de 
la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal 
Superior de Justicia de Andalucía (Sevilla), que desestima 
el recurso contencioso-administrativo núm. 1552/98. Ha 
intervenido el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente el Magis-
trado don Jorge Rodríguez-Zapata Pérez, quien expresa el 
parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el
día 27 de julio de 2001, la Procuradora de los Tribunales 
doña Inmaculada Romero Melero, en nombre y represen-
tación de don José Canto García, interpuso demanda de 
amparo constitucional contra las resoluciones adminis-
trativa y judicial reseñadas en el encabezamiento de la 
Sentencia.

2. Los hechos en los que se fundamenta la demanda 
son los siguientes:

a) El recurrente en amparo, funcionario de la policía 
local en el Ayuntamiento de Alcalá de Guadaira (Sevilla), 
fue sancionado por Resolución núm. 213/98, de 4 de junio 
de 1998, del Alcalde-Presidente de dicha corporación 
municipal, con cinco días de suspensión de empleo y 
sueldo por la comisión de la falta grave tipificada en el
art. 7.2 del Reglamento de régimen disciplinario del 
Cuerpo Nacional de Policía aprobado por Real Decre-
to 884/1989, de 14 de julio (esto es, por proferir «manifes-
taciones públicas de crítica o disconformidad respecto a 
las decisiones de los superiores») y con un día de suspen-
sión de empleo y sueldo por la comisión de la falta leve 
tipificada en el art. 8.2 del mismo Reglamento (es decir, 
por «incorrección con los administrados o con otros 
miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, siem-
pre que no merezcan una calificación más grave»).

b) Este acto administrativo sancionador fue impug-
nado en vía contencioso-administrativa, siendo desesti-
mado el recurso por la Sentencia de 26 de febrero de 2001, 
de la Sección Primera de la Sala de lo Contencioso-Admi-
nistrativo del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía 
con sede en Sevilla, al entender acreditados, conforme a 
la prueba practicada, los hechos por los que se impusie-
ron las sanciones impugnadas y considerar correcta la 
tipificación que realizó la Administración local en la reso-
lución sancionadora de la conducta del recurrente, sin 
apreciar tampoco la existencia de ninguna irregularidad 
en la tramitación del procedimiento sancionador.

c) El art. 7.2 del Reglamento de régimen disciplinario 
del Cuerpo Nacional de Policía, aprobado por Real Decre-
to 884/1989, de 14 de julio, había sido declarado previa-
mente nulo por la Sentencia de 26 de septiembre de 1996, 
de la Sección Séptima de la Sala de lo Contencioso-Admi-
nistrativo del Tribunal Supremo, al apreciar este Alto Tri-
bunal que dicho precepto resultaba contrario al derecho 
constitucional a la libertad de expresión [art. 20.1 a) CE]. 
Sin embargo, esta circunstancia resultó desconocida 
tanto para la Sala de lo Contencioso-Administrativo del 
Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, como para el 
propio recurrente, que nada alegó al respecto en su 
recurso contencioso, así como tampoco lo hizo la repre-
sentación del Ayuntamiento demandado.


